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Artículo 12.

El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de
la última Nota en la que las Partes se comuniquen el
cumplimiento de los requisitos exigidos por sus respec-
tivos ordenamientos jurídicos internos para la celebra-
ción de tratados internacionales.

En fe de lo cual, los abajo firmantes firman el presente
Acuerdo.

Hecho en Madrid, el día 7 de marzo del año 2000,
en dos ejemplares, siendo, igualmente, auténticos los
textos.

Por el Reino de España, Por el República Bolivariana
de Venezuela,

Abel Matutes Juan, Lucy Hernández de Ugarte,
Ministro de Asuntos

Exteriores
Encargada de Negocios a. i.

de Venezuela

El presente Acuerdo, según se establece en su artícu-
lo 12, entró en vigor el 4 de diciembre de 2000, fecha
de la última notificación cruzada entre las Partes comu-
nicando el cumplimiento de los requisitos exigidos por
sus respectivos ordenamientos jurídicos internos.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 11 de diciembre de 2000.—El Secretario

general técnico, Julio Núñez Montesinos.

23922 ACUERDO entre el Reino de España y la Repú-
blica del Perú sobre el libre ejercicio de acti-
vidades remuneradas para familiares depen-
dientes del personal diplomático, consular,
administrativo y técnico de Misiones Diplo-
máticas y Consulares, hecho en Madrid el 7
de marzo de 2000.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA DEL PERÚ SOBRE EL LIBRE EJERCICIO DE ACTI-
VIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPEN-
DIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR,
ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLO-

MÁTICAS Y CONSULARES

El Reino de España y la República del Perú, en su
deseo de permitir el libre ejercicio de actividades remu-
neradas, sobre la base de un tratamiento recíproco, a
los familiares dependientes a cargo de los empleados
de las Misiones Diplomáticas, Oficinas Consulares y
Representanciones Permanentes ante Organizaciones
Internacionales de una de las partes destinados en
misión oficial en el territorio de la otra parte, acuerdan
lo siguiente:

Artículo 1.

Los familiares dependientes del personal diplomático,
consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplo-
máticas y Oficinas Consulares de la República del Perú
en el Reino España y del Reino de España en la República
del Perú, quedan autorizados para ejercer actividades
remuneradas en el Estado receptor, en las mismas con-
diciones que los nacionales de dicho Estado, una vez
obtenida la autorización correspondiente de conformi-
dad con lo dispuesto en este Acuerdo. Este beneficio
se extenderá, igualmente, a los familiares dependientes
de nacionales peruanos o españoles acreditados ante
Organizaciones Internacionales con sede en cualquiera
de los dos países.

Artículo 2.

Para los fines de este acuerdo se entienden por fami-
liares dependientes:

a) Cónyuge.
b) Hijos solteros menores de veintiún años, que

vivan a cargo de sus padres, o menores de veintitrés
años que cursen estudios superiores en centros de ense-
ñanzas superior y,

c) Hijos solteros que vivan a cargo de sus padres
y tengan alguna incapacidad física o mental.

Artículo 3.

No habrá restricciones sobre la naturaleza o clase
de empleo que pueda desempeñarse. Se entiende, sin
embargo, que en las profesiones o actividades en que
se requieran cualificaciones especiales, será necesario
que el familiar dependiente cumpla con las normas que
rigen el ejercicio de dichas profesiones o actividades
en el Estado receptor. Además, la autorización podrá
ser denegada en aquellos casos en que, por razones
de seguridad, puedan emplearse solamente nacionales
del Estado receptor.

Artículo 4.

La solicitud de autorización para el ejercicio de una
actividad remunerada se realizará por la respectiva
Misión Diplomática mediante Nota Verbal ante el Minis-
terio de Relaciones Exteriores. Esta solicitud deberá acre-
ditar la relación familiar del interesado con el funcionario
del cual es dependiente y la actividad remunerada que
desee desarrollar. Una vez comprobado que la persona
para la cual se solicita autorización se encuentra dentro
de las categorías definidas en el presente Acuerdo, el
Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor
informará inmediata y oficialmente a la Embajada del
Estado acreditante que el familiar dependiente ha sido
autorizado para trabajar, sujeto a la reglamentación per-
tinente del Estado receptor.

Artículo 5.

Un familiar dependiente que goce de inmunidad de
jurisdicción de acuerdo con el artículo 31 del Convenio
de Viena de Relaciones Diplomáticas o de acuerdo con
la Convención de Privilegios e Inmunidades de Naciones
Unidas, o cualquier otro instrumento Internacional y que
obtuviera empleo al amparo del presente Acuerdo, no
gozará de inmunidad civil ni administrativa, frente a
acciones deducidas en su contra, respecto de los actos
o contratos relacionados directamente con el desem-
peño de tales actividades, quedando sometidas a la legis-
lación y a los Tribunales del Estado receptor en relación
a las mismas.

Artículo 6.

En el caso de que un familiar dependiente goce de
inmunidad ente la jurisdicción criminal del Estado recep-
tor de conformidad con las Convenciones de Viena sobre
Relaciones Diplomáticas y Consulares o bajo cualquier
otro instrumento internacional que pueda ser aplicable:

a) El Estado acreditante renunciará a la inmunidad
del familiar dependiente en cuestión ante la Jurisdicción
Criminal del Estado receptor respecto de cualquier acto
u omisión cometidos en relación con su trabajo, salvo
en supuestos especiales en los que el Estado acreditante
considere que tal renuncia fuese contraria a sus inte-
reses.

b) La renuncia a la inmunidad de la jurisdicción cri-
minal no se entenderá como extensible a la ejecución
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de la sentencia, para lo cual se precisará una renuncia
específica. En tales casos, el Estado acreditante estudiará
seriamente la renuncia a esta última inmunidad.

Artículo 7.

El familiar dependiente que desarrolle actividades
remuneradas en el Estado receptor, estará sujeto a la
legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad
social en lo referente al ejercicio de dichas actividades.

Artículo 8.

Este Acuerdo no implica reconocimiento de títulos,
grados o estudios entre los dos países.

Artículo 9.

La autorización para ejercer una actividad remune-
rada en el Estado receptor expirará en un plazo máximo
de dos meses desde la fecha en que el agente diplo-
mático o consular, empleado administrativo o técnico
del cual emana la dependencia, termine sus funciones
ante el Gobierno u Organización Internacional en que
se encuentre acreditado, sin que el tiempo que perma-
nezca en esta situación tenga ningún valor ni produzca
ningún efecto al solicitar permisos de trabajo y residencia
regulados con carácter general en la normativa del Esta-
do receptor.

Artículo 10.

Las partes se comprometen a adoptar las medidas
que fueren necesarias para aplicar el presente Acuerdo.

Artículo 11.

Cualquiera de las Partes podrá denunciar el presente
Acuerdo mediante notificación a la otra Parte por escrito
y por vía diplomática, de su intención de denunciarlo.
La denuncia surtirá efectos transcurridos seis meses a
partir de la fecha de la notificación.

Artículo 12.

El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha de
la última Nota en la que las Partes se comuniquen el
cumplimiento de los requisitos exigidos por sus respec-
tivos ordenamientos jurídicos internos para la celebra-
ción de tratados internacionales.

En fe de lo cual, los abajo firmantes firman el presente
Acuerdo.

Hecho en Madrid, el día 7 de marzo del año 2000,
en dos ejemplares, siendo, igualmente, auténticos los
textos.

Por el Reino de España, Por la República del Perú,
Abel Matutes Juan, Armando Lecaros de Cossío,
Ministro de Asuntos

Exteriores
Embajador del Perú

El presente Acuerdo entró en vigor el 4 de diciembre
de 2000, fecha de la última notificación cruzada entre
las Partes comunicando el cumplimiento de los requisitos
exigidos en los respectivos ordenamientos internos,
según se establece en su artículo 12.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 13 de diciembre de 2000.—El Secretario

general Técnico, Julio Núñez Montesinos.

23923 CORRECCIÓN de errores del Acuerdo Euro
Mediterráneo por el que se crea una Asocia-
ción entre las Comunidades Europeas y sus
Estados miembros, por una parte, y el Reino
de Marruecos, por otra, hecho en Bruselas
el 26 de febrero de 1996, publicado en el
«Boletín Oficial del Estado» número 52, de
1 de marzo de 2000, y número 268, de 8
de noviembre de 2000.

Advertido error en la publicación del Acuerdo Euro
Mediterráneo por el que se crea una Asociación entre
las Comunidades Europeas y sus Estados miembros, por
una parte, y el Reino de Marruecos, por otra, hecho en
Bruselas el 26 de febrero de 1996, publicado en el «Bo-
letín Oficial del Estado» número 52, de 1 de marzo de
2000, y número 268, de 8 de noviembre de 2000, a
continuación se transcribe la oportuna rectificación:

Página 38880, columna derecha, tercer párrafo, don-
de dice: «Tras comprobar a las Partes firmantes...», debe
decir: «Tras informar a las Partes firmantes...».

Lo que se hace público para conocimiento general.

MINISTERIO DE ECONOMÍA

23924 ORDEN de 18 de diciembre de 2000 sobre
almacenamiento de existencias mínimas de
seguridad en países fuera del ámbito territorial
español.

La situación de crecimiento económico de los últimos
años ha propiciado un aumento importante de la deman-
da de productos petrolíferos. Este aumento del consumo
obliga a las compañías operadoras de productos petro-
líferos a mantener reservas mínimas de seguridad cada
vez mayores.

A tal efecto, en el capítulo IV del título III de la
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidro-
carburos, se establecen las bases sobre la garantía de
suministro de crudo y productos derivados del petróleo
en casos de crisis. En concreto, en el artículo 50 de
dicha Ley se regula la obligación por parte de los ope-
radores de mantener existencias mínimas de seguridad
en la cantidad, forma y localización geográfica que el
Gobierno determine.

A su vez, en el apartado 6 del artículo 3 del Real
Decreto 2111/1994, de 28 de octubre, por el que se
regula la obligación de mantenimiento de reservas míni-
mas de seguridad de productos petrolíferos y se cons-
tituye la Corporación de Reservas Estratégicas, se habilita
al Ministerio de Industria y Energía para autorizar el cum-
plimiento de la obligación de mantenimiento de dichas
reservas por parte de los sujetos obligados, en el territorio
de otro Estado miembro de la Unión Europea. Para ello,
en este artículo se estipula como condición, la existencia
previa de un Acuerdo Bilateral Intergubernamental entre
los dos países.

El Acuerdo bilateral previo entre Estados miembros
de la Unión Europea es un requerimiento impuesto por
la Directiva 98/93/CE, de 14 de diciembre, del Consejo,
que modificó la Directiva 68/414/CE, de 20 de diciem-
bre, del Consejo, por la que se obliga a los Estados miem-
bros de la Unión Europea a mantener un nivel mínimo
de reservas de petróleo y/o productos petrolíferos. La


